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Resumen
Los crecientes niveles de delincuencia en países de América Latina como Brasil y México,
han incrementado la crisis y el hacinamiento en sus sistemas penitenciarios, los cuales no cuentan
con mecanismos claros para gestionar eficientemente los contextos de encierro en función de la
reeducación de esta población y que requieren de ayuda externa para atender a esta falencia.
Debido a ello, el objetivo de esta investigación es comparar las prácticas de acompañamiento
educativo empleadas por la Organización de las Naciones Unidas para aportar a la reeducación de
las personas privadas de la libertad en las cárceles de Brasil y México, con el fin de ofrecer un
nuevo panorama en el abordaje a estas problemáticas, exponiendo la perspectiva, las acciones y el
papel realizado por la cooperación internacional, a través de organizaciones que aportan a la
defensa de los derechos humanos, así como, a la prevención y mitigación en contextos de riesgo.
Para ello, se recurrirá una metodología cualitativa desde una perspectiva de análisis comparativo,
que permita evidenciar los mecanismos empleados por esta organización en cuanto a la
implementación de las prácticas a la luz de los diferentes contextos de estos dos países.

Palabras clave: Organización de las Naciones Unidas, Brasil, México, Personas Privadas de la
Libertad, Reeducación.
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Abstract
The rising levels of crime in Latin American countries such as Brazil and Mexico have
increased the crisis and overcrowding in their prison systems, which do not have clear mechanisms
for efficiently managing prison settings with a view to the re-education of this population and
require external assistance to address this shortcoming. Therefore, the objective of this research is
to compare the educational accompaniment practices employed by the United Nations to
contribute to the re-education of persons deprived of their liberty in the prisons of Brazil and
Mexico, in order to offer a new perspective on the approach to these problems, explaining the
perspective, the actions and the role played by international cooperation through organizations that
contribute to the defense of human rights, as well as prevention and mitigation in contexts of risk.
To this end, a qualitative methodology will be used from a comparative analysis perspective, which
will allow to highlight the mechanisms used by this organization in terms of the implementation
of practices in the light of the different contexts of these two countries.

Keywords: United Nations, Brazil, Mexico, Persons Deprived of Liberty, Reeducation.
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Introducción
Cada día la delincuencia se convierte en una constante para América Latina. Estudios
muestran que los casos de criminalidad, violencia y delincuencia son elevados en comparación a
otros lugares del mundo. Incluso, para el año 2017 la región alcanzó un promedio de 21,5
homicidios por cada 100.000 habitantes (Muggah, 2019). El incremento de este tipo de delitos se
refleja en el crecimiento de las personas reclusas, pues como lo indica el Banco Interamericano de
Desarrollo [BID] (2009): “Desde el año 2000, la población reclusa en nuestra región ha aumentado
su tamaño un 120%” (p. 6). Según Fondevila (2017) esto se debe en especial a que el incremento
de la criminalidad en América Latina fue enfrentado principalmente con políticas de
encarcelamiento masivo a través de nuevas sentencias y delitos encarcelables.
Frente a esta problemática, es importante resaltar la situación de Brasil y México, ya que
se destacan en los índices de violencia. Esto se ve reflejado en el ranking de las 50 ciudades más
violentas del mundo para el año 2020, de las cuales 18 son mexicanas y 12 brasileñas (Seguridad,
Justicia y Paz, 2021). Además, la situación penitenciaria de ambos países se encuentra
estrechamente relacionada con escenarios de hacinamiento, precariedad, corrupción y deterioro
del sistema (Bayoud, 2021).
Desagregando lo anterior, en el caso de Brasil, el fenómeno se debe a que hace parte de los
países de América del Sur con un crecimiento constante en índices de violencia criminal, es un
problema que sigue persistiendo, que a su vez supone el traslado de la violencia de las calles a las
cárceles. Reflejo de ello, son las 5 masacres en las cárceles brasileñas en los últimos años, (Ariza
y Torres, 2020). Es así como “la población carcelaria de Brasil se triplicó en apenas dieciséis años;
sin embargo, el presupuesto apenas tuvo un aumento del 20%” (Fondevila, 2017, párr.3), lo que
ha generado que los contextos de encierro no impliquen mejoras conductuales para los criminales.
Para el caso de México, por lo menos un miembro del 36% del total de familias, fue víctima
de un delito (Institute for Economics and Peace, 2019). De igual forma, esto supone un incremento
en la población carcelaria, que conllevó a que 37% de las cárceles presentara sobrepoblación
(Instituto Belisario Domínguez, 2020). Estas condiciones generan insuficiencias en la atención de
necesidades básicas que dificultan la efectividad de los contextos de encierro (Villanueva, 2017).
Cabe recordar que el objetivo del encarcelamiento es “reeducar, reintegrar socialmente, y
resocializar al interno con el propio fin de evitar la reincidencia en el acto delictivo” (Larrota, et
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al. 2018, p.6). Pero esto no se está cumpliendo, ya que solo se generan medidas punitivas que no
se articulan con prácticas educativas, que permitan a las cárceles ser rehabilitadoras y garantes de
la restitución de derechos como el de la educación, pues su vulneración, ha hecho que muchas
personas recurran a la criminalidad por falta de oportunidades (Rangel, 2013).
Debido a la carencia de la gestión en el sistema penitenciario, los Estados han optado por
involucrar diferentes actores para su cumplimento. Dentro de estos, se destacan las organizaciones
internacionales en temas de Derechos Humanos que buscan la integración de la comunidad
internacional para contextualizar ampliamente la educación en las prisiones como el reflejo del
respeto a los derechos humanos fundamentales (De Sá, 2006). Ejemplo de ello, es la Organización
de las Naciones Unidas [ONU] que a través de su agencias, oficinas, programas y organismos ha
generado rutas y propuestas para atender de manera integral la vulneración de derechos en distintos
escenarios.
La problemática frente a los contextos delincuenciales de Brasil y México, que presentan
obstáculos en sus sistemas penitenciarios, y que dificultan la reeducación de las personas privadas
de la libertad, han sido abordadas desde escenarios humanistas en áreas de estudio como la
psicología, la sociología y la pedagogía. Este trabajo, por su parte, abordará el tema desde el punto
de vista internacional, contribuyendo a evidenciar los mecanismos de cooperación que la
comunidad internacional, a través de las organizaciones internacionales, dispone para aportar al
cumplimiento de los Derechos Humanos universales; en este caso, en el derecho a la educación,
además de la prevención a la perpetuación de escenarios de violencia y delincuencia, como lo
realiza la ONU a través de distintas instancias.
Así mismo, este proyecto investigativo atiende dos de las líneas de investigación de la
Universidad de La Salle: Ciudadanía, Ética y Política, y Estudios de Paz; ya que, en primer lugar,
se tratan temas de reeducación en poblaciones marginadas, en el marco axiológico de los valores
sociales involucrados en evitar la reincidencia de los actos delictivos. Por otro lado, se abordan la
defensa de Derechos Humanos y el acompañamiento integral que se le debe dar a esta población.
Los anteriores son elementos que representan principios fundamentales de la comunidad
académica Lasallista, en cuanto a los aportes sociales que, se supone, la investigación con una
preocupación humanista debe atender.
En este sentido, la pregunta orientadora del proyecto es ¿Cuáles son las diferencias y
similitudes de las Prácticas de Acompañamiento Educativo [PAE] empleadas por la ONU para
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aportar a la reeducación y de las Personas Privadas de la Libertad [PPL] en las cárceles de Brasil
y México? Dicha pregunta se resolverá a través del abordaje de tres objetivos específicos: describir
el contexto del sistema penitenciario en las cárceles de Brasil y México; examinar el contexto de
las prácticas educativas empleadas por la ONU que han incidido en la reeducación de las PPL de
Brasil y México; y analizar las diferencias y similitudes de las PAE empleadas por la ONU que
han incidido en la reeducación de las PPL de Brasil y México.
Los postulados de Foucault a través de su Teoría del poder en los contextos de encierro, así
como en la teoría retributiva de la pena, se presentan como lentes teóricas que serán empleadas
como perspectivas de análisis para atender los objetivos del presente trabajo.
En este sentido la hipótesis planteada es que desde la ONU se proponen diferentes
mecanismos que se centran en velar por el cuidado y la prevalencia de los DDHH, en este caso,
que poseen las PPL de Brasil y México, por lo que se supone que este aspecto se vea reflejando en
ambos contextos. Por otro lado, se espera que la ONU desde sus distintos organismos y áreas de
experticia logre integrar elementos específicos para atender los problemas y necesidades
particulares de cada país a través de PAE.
Por otro lado, las PAE aplicadas por esta organización internacional en estos dos países
podrían diferir en algunos enfoques de orden nacional al tomar en cuenta en los procesos de
reeducación temas legales, además de la referenciación o vinculación de otras entidades u
organizaciones nacionales que se relacionan con sus contextos dentro y fuera de las cárceles, o que
contribuyan a la puesta en marcha de estas prácticas.
El componente metodológico del trabajo se hace bajo en enfoque cualitativo, ya que, como
lo explica Hernández et. al (2014) éste “se fundamenta en una perspectiva interpretativa centrada
en el entendimiento del significado de las acciones de seres vivos, sobre todo de los humanos y
sus instituciones (busca interpretar lo que va captando activamente)” (p.9). Esto se refleja en los
intereses de la investigación de comparar, describir, examinar y analizar las acciones y PAE
llevadas a cabo por una organización de carácter internacional como la ONU frente al derecho a
la educación en los respectivos contextos de encierro.
Tomando en cuenta el análisis que se pretende hacer, se llevará a cabo una estrategia de
investigación de análisis comparado, pues este implica conocer las particularidades de los casos
de estudio a analizar para generar una comparación cruzada de los mismos, resaltando las
similitudes, diferencias que estos comparten en torno a un objetivo específico (Goodrick, 2014).
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Adicionalmente, cada objetivo de investigación contó para su alcance con una técnica y
un instrumento de recolección de información aplicado a fuentes diversas de información. Así,
para describir el contexto de violencia dentro y fuera del sistema penitenciario en las cárceles de
Brasil y México, se tomó en cuenta información oficial y se recurrió a un análisis de contenido, el
cual es “descrito como un conjunto de técnicas de análisis de comunicaciones utilizando
procedimientos sistemáticos y objetivos de descripción del contenido de los mensajes” (Tinto,
2013, pp. 140-141). Esto se logró a través de la elaboración de una matriz categórica que permitió
organizar y contrastar la información y las experiencias recopiladas de fuentes primarias y
secundarias como prensa nacional e internacional, informes, documentos oficiales, textos
académicos e información proveniente de bases de datos especializadas.
En segundo lugar, para examinar las PAE, además de realizar un análisis de contenido, se
recurrió a la propuesta de Robert Yin (1994) para la construcción de un estudio de caso a la luz de
unidades de análisis y preguntas orientadoras que permitieran abordar el programa Haciendo
Justicia dirigido a las PPL en Brasil, liderado por el Programa de las Naciones Unidas para el
Desarrollo [PNUD], así como el modelo de Estándares Avanzados de Naciones Unidas para el
Sistema Penitenciario Mexicano [UNAPS por sus siglas en inglés] dirigido por la Oficina de las
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito [UNODC].
En tercer lugar, para analizar las diferencias y similitudes de las PAE empleadas por la
UNODC y el PNUD, se recurrió a un análisis cruzado que indica la estrategia de investigación, a
través de parámetros comparativos, tomando en cuenta la descripción de los respectivos contextos
y el examen de las prácticas educativas de esta institución en cada país, que reúna y organice los
resultados obtenidos de los dos primeros capítulos del proyecto, para ofrecer finalmente una
reflexión a nivel comparativo en cuanto a los mecanismos para la implementación de las prácticas
y las distinciones de su aplicación.
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Referentes teóricos para pensar la función social del sistema penitenciario
Históricamente se ha teorizado sobre los diferentes sistemas de control privados o públicos,
que han pretendido incidir en el orden y el comportamiento social. Así, los sistemas penitenciarios
no son la excepción, ya que varios autores se han enfocado en describir sus raíces y la evolución
de su función social, además de explicar su objetivo y la efectividad o inefectividad que se puede
evidenciar en los procesos para alcanzarlo. En este proyecto investigativo, se retoman la Teoría
Retributiva y la Teoría del poder como base para brindar un panorama analítico sobre el rol de
estos contextos de encierro en la realidad actual de América Latina y en especial, de Brasil y
México, ya que son dos de los países de la región con mayores índices de violencia y reincidencia
como se detallará más adelante.
En primer lugar, en la teoría retributiva, se establece que la pena es una expresión de
reproche que castiga a un individuo que ha cometido un acto no aceptado socialmente y que merece
ser reconocido y penado a través de derecho penal. Además, el único método para la compensación
social es la imposición de un castigo condenatorio, siendo ésta la retribución del mal que ha
causado en la sociedad (Migliardi, 2011). Esta teoría, toma como principal instrumento la pena,
como mecanismo por el cual el individuo que ha infringido el derecho puede ser sancionado
haciéndolo responsable de sus acciones (Szczaranski, 2015), ya que se piensa que existen una serie
de valores que son predecesores e imperantes para el bien común. Esto permite ver que las acciones
que se toman dentro de esta teoría van direccionadas más hacia lo punitivo que lo resocializante.
Uno de los autores más relevantes en este postulado teórico, es Emmanuel Kant, quien a
través de la teoría absoluta enfatiza que la pena ha sido un elemento que le garantiza al individuo
que el Estado no tome una intervención excesiva de la fuerza (Migliardi, 2011; Szczaranski, 2015).
Otro de los aportes que realiza Kant, va direccionado hacia el castigo que debe tener el sujeto, pues
su sanción debe ser justa. Es allí, donde se hace alusión al principio de culpabilidad en donde “sólo
se responde por el hecho y en cuanto el sujeto sea culpable” (Migiliardi, 2011, p. 102).
Dicho principio, según Migliardi (2011), sostiene que “la culpabilidad aquí no solo es el
fundamento de la pena sino también su medida” (p. 95). Esta es relevante para la pena, puesto que
el individuo conoce los riesgos que puede obtener al realizar cualquier acto que infrinja el derecho,
pues es la misma culpabilidad la que permite imponer al sujeto una sentencia, pero esta debe ser
probada. En caso de que no se demuestre la implicación del sujeto, deben tomarse otras medidas
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sancionatorias que se diferencian solo de manera representativa (Szczaranski, 2015), debido a que
todas estas formas cumplen con la misma función de justicia o para mantener el derecho.
Por su parte, Foucault (2002), uno de los principales exponentes de la teoría del poder, en
su libro Vigilar y Castigar, hace un análisis y reflexión sobre las cárceles como instrumentos de
distintas dimensiones de poder, como el de castigar, juzgar y condenar. Esto, debido a que enfocan
su operación en el sometimiento de los cuerpos, a través de la vigilancia, el control, las jerarquías,
las limitaciones y la propia privación de la libertad física.
Este sometimiento, según el autor, conlleva al disciplinamiento de esta población como
nuevo mecanismo de poder, siendo una instancia superficial pues, aunque la disciplina sea un
principio rector de diferentes instituciones, en este caso supone una condición necesaria pero no
suficiente para la efectividad de los contextos de encierro sobre la resocialización de estas
personas. Ante esto, Foucault (2002) expone que la disciplina toma mayor importancia y se
consolida en tanto la persona sea más obediente, lo que la convertirá más útil, conformando
entonces una política de las coerciones que se forma sobre el cuerpo mismo, ya que manipula y
calcula la integración de sus partes, sus gestos y comportamientos lo que, en consecuencia, afecta
la autonomía y la capacidad de actuar correctamente por decisión propia.
Así mismo, sobre la instrumentalización del cuerpo de las personas privadas de la libertad,
Foucault realiza un análisis sobre las distintas revueltas y manifestaciones dentro de los centros
penitenciarios, afirmando que
Lo que estaba en juego no era el marco demasiado carcomido o demasiado aséptico,
demasiado rudimentario o demasiado perfeccionado de la prisión; era su materialidad en
la medida en que es instrumento y vector de poder; era toda esa tecnología del poder
sobre el cuerpo, que la tecnología del "alma" —la de los educadores, de los psicólogos y
de los psiquiatras— no consigue ni enmascarar ni compensar, por la razón de que no es
sino uno de sus instrumentos (Foucault, 2002, p. 31).
Con esta afirmación, el aporte que hace este autor se realiza sobre la importancia de incidir
en la mente de estas personas, ya que más allá de la precariedad del sistema por los hacinamientos
y las condiciones insalubres en las que habitan sus cuerpos, también existe la necesidad de atender
el problema en la desproporcionalidad que se da en otras dimensiones como la educación y la
atención a la salud mental de estas personas.
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Como lo describe Campos (2010), Foucault reconoce el nacimiento de un nuevo enfoque
de la pena donde la idea no sea tener poder e incidencia sobre el cuerpo y, en cambio, se actúe a
través de elementos como la reeducación, que en el largo plazo será la nueva guía del proceso para
modificar la conducta de las PPL y eliminar esos componentes que lo convierten en un ciudadano
peligroso e incapaz de convivir en sociedad.
Sobre la base de estas dos teorías, se llevará acabo el análisis y reconocimiento de las
prácticas educativas propuestas por la ONU en los contextos de encierro de los dos países de interés
Brasil y México. Para ello, se resalta que este marco referencial expone el componente de castigo,
como consecuencia de infligir la ley y el obstaculizar el desarrollo colectivo. Es así como, el
sistema penitenciario se ha centrado en acciones punitivas que solo operan desde la privación de
la libertad y no desde el reparo al daño que causaron en su vida en sociedad, evidenciando la
relegación de una función social clara de los centros reclusorios. De tal modo que, para atender
esta problemática, es importante incorporar a la condena otras dimensiones como la reeducación
que brinden herramientas a las PPL para evitar la reincidencia y facilitar el reintegro a la sociedad.
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Capítulo 1. Contexto criminal y penitenciario de Brasil y México
El presente capítulo tiene como objetivo, describir el contexto de violencia y el sistema
penitenciario en las cárceles de Brasil y México. Para esto, se realizó un análisis de contenido de
fuentes primarias y secundarias como prensa nacional e internacional, informes, documentos
oficiales y textos académicos. Dichos documentos fueron empleados para brindar, en primera
instancia, un contexto general de esta problemática característica de la región y en segunda
instancia, para exponer las realidades particulares de estos dos países, a través del reconocimiento
de la relación entre las causas estructurales de su contexto delincuencial y la gestión de sus sistemas
penitenciarios.
Para lograrlo, es importante reconocer que cada día la delincuencia se convierte en un
problema para América Latina. Estudios muestran que los casos de criminalidad son del 33% sobre
el total global, lo que resulta ser indicativo del contexto de la región, pues esta solamente representa
el 8% de la población mundial (Medellín, 2020). Asimismo, en la región se destacan Brasil y
México por su contexto de criminalidad y violencia, al ser los dos países que mayor número
absoluto de homicidios tienen en América Latina, como lo indica Rettberg (2020).
Este panorama, tanto en la región como en estos dos países, se ha reflejado en el desempeño
de las cárceles como centros de reclusión y rehabilitación. Como lo afirman Vilalta y Fondevila
(2019), las poblaciones carcelarias crecen más rápido que la población en general, bajo
condiciones precarias, violentas y de hacinamiento, que generan disturbios y altercados dentro del
mismo entorno. Es debido a esto, que resulta pertinente identificar las características del contexto
criminal y penitenciario latinoamericano que hacen de la misma una de las más violentas y con
condiciones no favorables para las personas privadas de la libertad.

1.1 Fenómeno delictivo y criminal en América Latina
La delincuencia y la criminalidad en la región vez más preocupante con el paso del tiempo,
debido a que “si se comparan las tasas de homicidios de 2015 y las de 2005, se verifica que todos
los continentes redujeron la violencia letal en este período excepto el americano, donde se constata
un incremento medio del 23,6%” (Cano y Rojido, 2017, p. 8). Es decir, que el contexto delictivo
ha sido una constante en la vida de los ciudadanos latinoamericanos, que no se ha atendido de
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manera pertinente mediante políticas y acciones que logren reducir esta problemática. En cambio,
la respuesta ante la violencia se ha basado en el endurecimiento de las medidas de control frente
al delito (Maldonado, 2018), en vez de aplicar medidas preventivas y correctivas.

1.1.1

Situación de violencia en América Latina
Los países de América Latina comparten elementos históricos, políticos, culturales,

sociales, y lingüísticos que siempre los han caracterizado como región más allá del componente
geográfico. Debido a esta cercanía, es consecuente que también presenten ciertos patrones en las
problemáticas, que se viven al interior de sus fronteras, y algunas formas de violencia similares
que interfieren en el desarrollo de sus sociedades y con el posicionamiento de la región frente al
resto del mundo. Algunas de las similitudes que se resaltan son:
Los conflictos armados que han azotado a países como Colombia, El Salvador, Guatemala
y Perú; las guerras entre carteles de las drogas ilícitas en la región Andina y en
Centroamérica; otras manifestaciones de crimen organizado y violencia organizada que se
expanden por toda la región; la delincuencia común, la violencia sexual, la violencia
intrafamiliar, el pandillismo, las desapariciones, la justicia por mano propia, la represión
de líderes de Derechos Humanos y los conflictos ambientales (Rettberg, 2020, p.3).
Considerando estos aspectos, el panorama llama la atención, ya que estas distintas formas
de violencia hacen que la región cuente con 43 de las 50 ciudades más violentas del mundo, y que
a pesar de que los latinos solo sean el 8% del total mundial, representa el 40% de los homicidios
totales (Fernández, 2019), en parte, perpetrados por las diferentes formas de crimen organizado,
pandillas y delincuencia común que se ha ido exacerbando con el paso del tiempo.
Frente al escenario singular de violencia en la región, algunos investigadores centran su
atención en la relación directa de la gestión de algunos asuntos estructurales, que se ven reflejados
en la mayoría de países latinos, empleando la violencia social como la categoría de la cual se
desprenden los otros tipos de violencia, ya que compromete la seguridad, la paz y la estabilidad de
los territorios al derivarse directamente del empobrecimiento de las poblaciones, la desigualdad y
la falta de oportunidades en educación y empleo (Fernández, 2006).
Estos aspectos, se generan como consecuencia de la ineficiencia de los Estados, en el
cumplimiento de sus obligaciones, en el manejo de estos fenómenos y en el funcionamiento de los
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sistemas de justicia criminal, lo que se ve reflejado en los índices de impunidad, las bajas tasas de
esclarecimiento criminal, la lentitud de los procesos y la mala gestión de los sistemas carcelarios
(Cano y Rojido, 2017). Todo esto es el reflejo de una gestión temporal del problema de la
delincuencia, en vez de una gestión estructural, ya que se manejan “desde la lógica del castigo que
obedece a un imaginario punitivo que nada tiene que ver con la justicia ni la reparación del daño”
(Rangel, 2013, p. 22). Es decir, la atención de estos problemas no refleja componentes preventivos
claros, ni supone una solución integral como debería, sino que opera desde el encarcelamiento de
los delincuentes, como si la reclusión fuera efectiva por sí sola.

1.1.2

Crisis en los sistemas penitenciaros Latinoamericanos
Los países latinoamericanos han tenido grandes retos en su sistema penitenciario, puesto

que la configuración de las acciones de políticas públicas que se tomen en torno a estos sistemas
dependerá de los gobiernos de cada país. Es así, como se evidencia que varias de estas
administraciones, solo se limitan a realizar políticas o regulaciones de forma, como el
mejoramiento de infraestructura de los centros reclusorios (Maldonado, 2018), más no en el diseño
de estrategias que supongan un impacto directo en los índices de violencia y criminalidad de los
mismos países.
Dichas políticas públicas no han detenido el crecimiento exponencial de la población
reclusa. Esta realidad la explica el BID (2019), exponiendo que Latinoamérica desde el año 2000
ha triplicado la población recluida frente al incremento del resto de mundo, siendo inquietante para
los sistemas penitenciarios de la región, ya que desde el 2010 la tasa de personas detenidas ha
aumentado cerca de 28%. Además, como lo dice Vilalta y Fondevila (2019), esta población sufre
de condiciones precarias en sus necesidades básicas, debido al encarcelamiento desmesurado, que
ha generado situaciones de hacinamiento, suponiendo el recrudecimiento de la violencia y la
hostilidad en los contextos de encierro.
Debido al hacinamiento de estos centros, se propicia el reclutamiento de nuevos integrantes
que contribuyan a los actos delincuenciales de las organizaciones criminales que operan dentro de
las cárceles. Esto hace que se ponga en “riesgo el principal propósito de la cárcel: la reinserción
social de los internos” (BID, 2019, p. 6) generando relaciones de poder entre las personas reclusas.
Adicionalmente, en muchos de estos centros, las personas que velan por la seguridad y la custodia
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de las PPL no cuentan con los insumos necesarios para hacerle frente a problemáticas que pueden
llegar a presentarse dentro de las mismas instalaciones (Maldonado, 2018), creando un ambiente
de desconfianza entre la población carcelaria y el personal penitenciario.
Ahora bien, muchos de los países latinoamericanos pueden orientar las políticas criminales
hacia distintas visiones, aunque pueden centrarse en dos, como lo dice Maldonado (2018),
afirmando que existen dos tipos de derecho penal: el del ciudadano y el del enemigo. El primer
caso, está orientado hacia los individuos que no realizan actos delincuenciales persistentes y que
aún conservan su condición de ciudadano, mientras que, el segundo caso, es aplicado a individuos
que son clasificados como peligrosos que deben ser judicializados y neutralizados, inhabilitando
su ejercicio de ciudadanía.
Estas visiones han hecho que las sentencias que se realizan hacia estos individuos sean
punitivas y no resocializantes, que como lo dice Rangel (2013) “imposibilita no solamente la
generosidad de las instituciones y de las políticas, sino que niega los derechos básicos que le
confiere la ley a un preso para defenderse o para vivir dignamente en una prisión” (p.29).

1.2 Contexto delictivo y sistema penitenciario de Brasil
Frente al contexto violento de América Latina, Brasil es uno de los países que más se
resalta. Esto se debe al ritmo acelerado con el que este país supera sus propios niveles de
criminalidad, violencia y delincuencia. Para el año 2016, se llegó a una tasa de homicidio de 30,3
víctimas por cada 100.000 habitantes, es decir, 62.517 asesinatos ese año, siendo 30 veces más de
lo observado en el continente europeo (CNN Español, 2018). Lo que tuvo un incremento para el
año siguiente con 1.363 asesinatos más, que significaron 175 muertes diarias de esta naturaleza.
(Darlington, 2018). Como lo describen Pekny y De Mattos (2017), estas cifras han contribuido a
posicionar las ciudades brasileñas de Natal, Fortaleza y Belém, entre las 10 ciudades más
peligrosas del mundo de acuerdo con el ranking del Consejo Ciudadano para la Seguridad Pública
y la Justicia Penal.
Tanto para el gigante suramericano, como para muchos otros países de la región, el
incremento de la criminalidad está estrechamente relacionado con la pobreza, el bajo acceso a la
educación y la falta de oportunidades laborales, lo que aumenta la vulnerabilidad que puede
conllevar, entre otras cosas, al consumo de drogas y el ingreso a economías ilícitas (Pekny y De
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Mattos, 2017). Así, las redes de la ilegalidad y el tráfico de drogas se apropian de las favelas y los
territorios marginales que sumados a la inoperancia de la seguridad pública crean escenarios para
el arraigo de la violencia.
En este sentido, la delincuencia organizada se ha convertido en uno de los principales
problemas a atender para erradicar la situación preocupante de los ciudadanos, en donde los
carteles del narcotráfico:
Luchan por sus territorios en Brasil, un país que comparte fronteras con tres de los
principales productores de cocaína en el mundo: Colombia, Perú y Bolivia (...) No
sorprende que dos de los estados con los índices más altos de homicidios, Acre y Ceará,
se encuentren en una de las principales rutas de contrabando (Darlington, 2018, párr. 45).
Así como crecen este tipo de escenarios violentos, se incrementa significativamente la
población reclusa, en especial en causales relacionadas con el tráfico de estupefacientes (Forero y
Rivera, 2018), además de los índices de homicidio doloso que se han incrementado a lo largo de
los últimos veinte años, así como los crímenes contra el patrimonio, aunque los datos de este delito
varían de acuerdo con la información disponibles en cada región (Pekny y De Mattos, 2017).
Esta realidad criminal del país se ha materializado en leyes altamente represivas, estrictas
y con sentencias más largas, sobre todo referentes al tráfico de drogas. Dichas medidas no resultan
del todo eficientes, pues conforme aumentan la población carcelaria, se propicia el fortalecimiento
de las organizaciones criminales al interior de los centros reclusorios al expandir sus áreas de
influencia (Boiteux, 2017; Muggah, et. al 2018). En este sentido, la inclinación que han tenido las
leyes penales, como lo indica la teoría, se centran más en castigar que en buscar soluciones
integrales. Incluso, en Brasil, varios legisladores “han buscado aprobar una enmienda legislativa a
la Constitución para reducir la edad mínima de responsabilidad penal de 18 a 16 años” (Muggah,
et., al., 2018, p.8)
A su vez, este contexto social y el manejo legal que se le da a la criminalidad ha
posicionado a Brasil en el tercer país con más sobrepoblación carcelaria del mundo, después de
China y Estados Unidos (Goyzueta, 2019), con una tasa de encarcelamiento de 352,6 por cada
100.000 habitantes (Forero y Rivera, 2018).
Esto en parte, también se debe a que, del total de personas privadas de libertad en el país,
solamente 4 de cada 10 presos, son detenidos provisionales, que no han sido juzgados (Forero y
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Rivera, 2018; Goyzueta, 2019) y así como lo expresa Human Rights Watch [HRW] (2015) este
acto no sólo viola el derecho nacional e internacional, sino que también supone un factor de riesgo
para el esparcimiento de las conductas criminales en estos contextos. Contrario a lo que se puede
asumir, esto se debe a que el hacinamiento de la población carcelaria brasileña no corresponde
únicamente a criminales de alta peligrosidad condenados por crímenes severos, causando una
desproporcionalidad que conlleva a la violencia contra los otros reclusos, ejerciendo control sobre
ellos por lo que la adhesión a los grupos criminales se vuelve obligatoria (Pekny y de De Mattos,
2017).
Así, se ha propiciado el traslado de la violencia de las calles a las cárceles, convirtiéndose
en un problema persistente que sigue sin ser resuelto. Reflejo de ello, son las 5 masacres en las
cárceles brasileñas en los últimos años. La masacre al norte del país en Altamira, Pará, es la más
reciente con 57 víctimas fatales de las cuales 16 fueron por decapitamientos (Goyzueta, 2019).
Hechos similares se habrían presentado anteriormente:
En la cárcel Anísio Jobim de Manaos, en mayo de 2019 y enero de 2017, así como en Pará
III, en Belém, en abril de 2018, y en Roraima, en Boa Vista, en enero de 2017 y octubre de
2016. La suma total de víctimas en estas cinco masacres sobrepasó las doscientas personas,
las cuales murieron apuñaladas, decapitadas, descuartizadas, quemadas y asfixiadas (Ariza
y Torres, 2020, p. 84).
Estos hechos, han tenido lugar debido a la evidente falta de control sobre las PPL, pues el
hacinamiento genera escasez de personal, dificultando el control de lo que ocurre en estos
contextos, a tal punto que en diferentes cárceles del país se han tenido que recurrir a los
denominados “Llaveros”, personas privadas de la libertad seleccionadas por las autoridades de
estos centros reclusorios para mantener el orden al interior de los pabellones, y contrario a ello, se
evidencia que son ellos quienes venden droga, extorsionan y hasta negocian los espacios donde
pueden dormir, además de organizar milicias para cobrar deudas (HRW, 2015).
En relación con esta situación de descontrol que se vive en estos entornos, se proponen
distintas soluciones, que de forma prospectiva podrían resultar ineficientes como la creación de
nuevas cárceles. Sin embargo, debido al fortalecimiento de las condenas, a los índices de casos sin
judicializar y al ritmo acelerado con el que crece esta población carcelaria “es bastante improbable
que la construcción de nuevos presidios pudiera de hecho solucionar el problema” (Pekny y De
Mattos, 2017, p. 27).
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Algunos expertos proponen enfocar la atención en soluciones estructurales como
“revitalizar en estas jurisdicciones el debate en torno al uso y sobreuso de la prisión” (Ariza y
Torres, 2020, p. 64), y consolidar un sistema eficiente tanto en la determinación de los casos
penales por criterios jurídicos e isonómicos, como en garantías y derechos para esta población,
como la dignidad de la persona humana, que no solo es vector axiológico de interpretación de la
acción penal, sino también un factor importante para que el contexto de encierro sirva en los
procesos formativos de estas personas (Araruna, 2013).
Es importante considerar que una parte significativa de estas medidas punitivas afecta a
personas de bajos recursos que han cometido delitos menores (Muggah, et., al., 2018). Debido a
esto, la parte legislativa además de priorizar los asuntos condenatorios debe velar por el reparo a
la violación de distintos derechos humanos, producto de la sobrepoblación, la precariedad en la
salud y los servicios sanitarios (Ariza y Torres, 2020). Sin olvidar, la importancia de atender el
derecho a la educación que debe ser protagonista de estos espacios, recordando que la falta de
acceso a esta supone un factor que sitúa a la ilegalidad como una salida económica para las
poblaciones marginales.
Dicho esto, el sistema de escolarización de las cárceles se convierte en un factor
determinante para revertir estos patrones y evitar la reincidencia y la reproducción de la violencia
dentro y fuera de las cárceles en el momento en que los pospenados recuperen su libertad. Situación
en la que Brasil sigue punteando frente al total internacional, ya que cuenta con una tasa de
reincidencia del 80% frente al total global de 70% (Galarraga, 2021).
Muchas de estas iniciativas en Brasil, resultan ser insuficientes para atender a la demanda
de los internos, ya que los espacios que se destinan para el aprendizaje son celdas o espacios
improvisados que cuentan con condiciones mínimas para la enseñanza. La realidad educativa de
la población carcelaria brasileña, resulta ser muy complicada y poco tratada, ya que no existen
propuestas curriculares concretas para atender a sus necesidades, además que usualmente es
restringida para solo aquellos que presenten buen comportamiento (Falcade y Asinelli, 2014), lo
que supone una relegación de la educación como si fuese un premio y no un derecho humano o un
elemento clave en el funcionamiento de las cárceles como espacios de rehabilitación para la
resocialización de sus internos.
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1.3 Contexto delictivo y sistema penitenciario de México
El índice de criminalidad en México ha sido una constante problemática para las
autoridades gubernamentales, tal es el caso que para el año 2018 la tasa de homicidios nacionales
superó el promedio mundial 5 veces, siendo así que se estimó alrededor de 27 homicidios por cada
100.000 habitantes. Por ejemplo, Baja California se posicionó como uno de los Distritos federales
con mayor índice de violencia seguido por Guerrero, Colima, Quintana Roo y Chihuahua.
(Institute for Economics and Peace, 2019)
Ahora bien, no solo se ha evidenciado un alza en los delitos como el homicidio y el robo,
pues también se incrementó la tasa de crimen organizado, entre los que se encuentra el
narcotráfico, el cual aumentó en un 11,6% en el 2018 (Institute for Economics and Peace, 2019).
Este tipo de criminalidad ha impactado de manera significativa la economía mexicana puesto que,
el intento de combatir los índices de violencia y crimen organizado hace que gran parte del recurso
público sea dirigido a esta problemática que, en consecuencia “ha deteriorado el tejido social
generando un creciente problema de inseguridad y violencia” (Morineau, 2020, p.5).
Dicho panorama de inestabilidad se acentúa en las regiones anteriormente mencionadas,
donde Colima y Baja California resaltan por la presencia de guerras de carteles que han propiciado
escenarios de incertidumbre, en los que alrededor del 76% de mexicanos no se sientan seguros
dentro de su ciudad (Nájar, 2019). Estos enfrentamientos entre grupos armados han contribuido a
que, en el país, el nivel de paz se haya deteriorado al punto en que el 2018 se alcanzó un índice de
4,9% siendo el tercer año en declive (Institute for Economics and Peace, 2019, p.11). En este
sentido, el crimen organizado es uno de los actores principales que mantienen el índice de violencia
en un factor que genera constante preocupación.
Cabe hacer la aclaración de que los diferentes tipos de delincuencia tienen factores
transversales que posibilitan su incremento, siendo los más destacados la pobreza y la falta de
oportunidades. Pues se dice que, entre menos pobreza, la sociedad va a presenciar menos
delincuencia, pero también puede verse desde un panorama más amplio, ya esta concepción del
relacionamiento de la pobreza y la delincuencia genera un círculo vicioso del que es difícil salir
(Velázquez, 2021).
Estos escenarios de violencia no solo han deteriorado la paz en México, sino también han
generado otras problemáticas en torno al procesamiento de las personas que son capturadas, ya
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que con el incremento de los índices de criminalidad también se ha presenciado un aumento en el
índice de población carcelaria, en especial en los que son procesados por homicidio y robo en
cualquiera de sus modalidades.
Los sistemas penitenciarios han sido el centro de principal atención a lo largo de las
administraciones gubernamentales mexicanas, pues en estas se llevan dinámicas sociales que
deben ser atendidas con urgencia. Dentro de estos centros reclusorios se viven distintas
dificultades, como en el caso del hacinamiento ya que ha alcanzado niveles críticos, haciendo que,
en promedio en los últimos 10 años, se haya mantenido un hacinamiento carcelario del 25%, en
donde de los 388 espacios existentes, 28 de ellos tienen un exceso de población del 40% e incluso
algunos llegan al 100% (Unzueta, 2019).
Además, como se evidencia en la Encuesta Nacional de Población Privada de la Libertad
realizada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (2016) el 45,6% de estas personas
comparten el espacio con al menos otras cinco. Debido a esta sobrepoblación, se han identificado
otro tipo de problemas que han permitido la continua precariedad del sistema. Pues, según el
estudio realizado por la Comisión Nacional de Derechos Humanos (2018) más de 160 espacios
carcelarios presentaron déficit de insumos necesarios y falta de personal calificado.
Es debido a los desafíos que afrontan los centros reclusorios, que las PPL buscan la manera
de adaptarse al ambiente hostil que se desarrolla, con el fin de salvaguardar su integridad
individual. Dicha adaptación es necesaria, pues como lo destacó Ocampo, et al. (2020)
entrevistando a un ex presidiario del distrito federal de Monterrey:
Cualquiera se puede meter a robar, te pueden pegar, depende de cómo ande uno. A las
cinco de la mañana ya tienes que estar al alba (...) y cuidarse, cuidarse de la demás gente,
que no te vayan a robar o que no te vayan a querer meter en problemas. (...) Hay muchas
cosas, muchos detalles que tienes que estar cuidando, si te duermes o ven que andas
sonseando te comen (p.58).
Adicionalmente, que dentro de estos espacios se desarrollan microeconomías, que
configuran las dinámicas de relacionamiento de los reclusos, pues en muchos de estos utilizan
elementos como moneda de cambio e incluso se emplea dinero real. Estos intercambios se realizan
desde la desigualdad o la extorsión, debido a la jerarquización existente dentro de los mismos
centros reclusorios, en donde uno de ellos exige el pago a personas con menor poder.
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Dicha problemática se ha intentado solucionar con las adaptaciones que se han realizado
en materia de derecho penal, entre las que se encuentra la Ley Nacional de Ejecución Penal en el
2016 y varios intentos antecesores a este (Hernández y Mondragón, 2019). Sin embargo, como lo
dice Unzueta (2019) “se ha optado por la salida fácil de construir más cárceles a manera de
paliativo, y aunque de manera temporal esta medida sirva al propósito de despresurizar, si no se
realizan cambios estructurales el problema lejos de resolverse seguirá creciendo” (p. 12). Esto
permite evidenciar la implementación de alternativas efectivas que se contemplan en la Ley
Nacional de Ejecución Penal, las cuales pueden contribuir a la mitigación de estas problemáticas
tales como la atención médica, los programas de educación, trabajo y aquellos que están enfocados
a algunas personas dentro de los espacios carcelarios.
Las acciones que toma la legislación mexicana han dejado de lado el propósito del sistema
penitenciario consagrado en Art. 18 de la Constitución, en donde se explica que el fin del régimen
carcelario es lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no reincida en la
delincuencia (Const. 2021), en donde la educación juega un papel preponderante para alcanzar
dicho objetivo. Sin embargo, como lo señala el expresidiario entrevistado por Ocampo, et al.
(2020) “el gobierno tiene poco dinero o invierte poco en los penales, entonces muchas de las cosas
que marca la ley no las llevan a cabo” (p.61), esto permite ver la falta de articulación que tienen
estas instituciones con el Estado.
Además, los pocos programas educativos que se facilitan a las PPL se limitan a aspectos
básicos o son de acceso a un grupo limitado de la población carcelaria e incluso en muchos de
estos espacios son inexistentes (Hernández y Mondragón, 2019). Por lo cual, es pertinente pensar
en una educación de acompañamiento durante el proceso de resocialización, evitando el retorno a
la criminalidad, pues como lo señala el Institute for Economics and Peace (2019) “[para el año]
2017, 22% de los presos de nuevo ingreso a cárceles estatales tenían antecedentes penales” (p. 57).
Esto supone un desafío para las instituciones, ya que deben velar por que el recluso tenga un
retorno exitoso al entorno social y no incrementar el hacinamiento que se vive.
Luego de describir los contextos de los dos países se pueden evidenciar 3 elementos
significativos. En primer lugar, ambos países presentan deficiencias estructurales en distintas
dimensiones sociales como la desigualdad, la pobreza, la falta de oportunidades laborales y
educativas, además de los altos índices de delincuencia como consecuencia de estos factores. En
segundo lugar, Brasil y México presentan problemas similares en la gestión de estos espacios
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reclusorios como el traslado de la violencia de las calles a las cárceles, el hacinamiento, la falta de
personal calificado, las condiciones insalubres, la falta de garantías y protección de otros derechos
humanos.
Relacionado a esto, en tercer lugar, se evidencia la principal crítica sobre la teoría del poder
y la teoría retributiva de la pena, ya que el enfoque de la gestión de los centros reclusorios de
ambos Estados se centra en la generación de espacios para privar la libertad física y la sanción
impuesta descuidando aspectos que disminuyan la reincidencia como lo son los aspectos
psicosociales, la reeducación y la creación de herramientas que permitan la resocialización efectiva
de estos sujetos.
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Capítulo 2. Aportes de la ONU en el fortalecimiento de las prácticas de acompañamiento
educativo enfocadas a las PPL de Brasil y México

Para este capítulo se consideró pertinente recurrir al diseño de estudio de caso como lo
propone Robert Yin (1994) ya que brinda herramientas para el abordaje del objetivo capitular que
es examinar las Prácticas de Acompañamiento Educativo [PAE] empleadas desde la ONU que han
incidido en la reeducación de las PPL de Brasil y México. Bajo los direccionamientos
metodológicos de este autor, se desarrolló un estudio de caso múltiple, debido a que se incluyen
dos programas diferentes aplicados a los respectivos contextos de los dos países de interés;
incrustado, ya que se plantean dos unidades de análisis; y exploratorio, pues pretende determinar
la factibilidad de los programas.
Se llegó a este diseño metodológico a través del desarrollo de 2 de los 3 componentes
propuestos por Yin: preguntas y unidades de análisis. En primer lugar, las preguntas establecidas
son: ¿cómo aporta la ONU a la reeducación de las PPL? Y, ¿por qué incide en esta población desde
distintos programas, oficinas y organismos? En segundo lugar, tomando en cuenta cada pregunta,
se estableció una unidad de análisis para darle solución, siendo la primera unidad los mecanismos
mediante los cuales incide la ONU, y la segunda, la relación del programa con el contexto. Para el
tercer componente que son los criterios para interpretar los resultados, se estableció un análisis
cruzado como parámetro principal que se expondrá a mayor detalle en el tercer capítulo.
Para la primera unidad de análisis se construyeron tablas para recopilar y decantar
diferentes actividades integradas en los respectivos programas, tomando como criterio de filtración
aquellas que incidieran directa o indirectamente en los procesos de reeducación, capacitación y
resociacialización de las PPL. Así mismo, la tabla agrupa los mecanismos acordes a las
dimensiones propuestas por el programa, facilitando la identificación del enfoque de los
mecanismos y su aporte a estos procesos, como se puede apreciar en las tablas 1 y 2 más adelante
presentadas.
Para el caso de la segunda unidad de análisis, luego de la identificación de mecanismos
que aportan a los procesos reeducativos, fue pertinente ver cómo estos se relacionan con los
diferentes escenarios que se identificaron en el primer capítulo como la violencia, la situación del
crimen organizado, el sistema judicial y los aspectos normativos, así como las condiciones
socioeconómicas que reflejan algunas de las casuales que conllevaron a la privación de la libertad
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de estos sujetos. Para ello se recurrió al uso de un diagrama de Venn, ya que, en tanto recurso
gráfico, permite evidenciar la vinculación de estos mecanismos a los factores principales de los
contextos, bajo el criterio de la incidencia que tienen estos mecanismos en la atención a las
problemáticas derivadas de estos; del mismo modo, esta herramienta hace posible la categorización
múltiple de algunos mecanismos que lo requieren.
Este capítulo está estructurado en tres apartados, en donde se desarrollarán el contexto de
la ONU y su rol en la cooperación y la defensa de los DDHH, el estudio de caso del programa
Haciendo Justicia en Brasil, el estudio de caso del modelo de Estándares Avanzados de Naciones
Unidas para el Sistema Penitenciario (UNAPS por sus siglas en inglés), y finalmente las Prácticas
de Acompañamiento Educativo.

2.1 ONU, Cooperación y defensa de los Derechos Humanos
La ONU es una organización internacional, formada por Estados que de manera voluntaria
deciden vincularse para crear un espacio de concertación. Esta organización fue conformada
después de la Segunda Guerra Mundial, con el fin de emplear la diplomacia para evitar otros
escenarios de conflicto similares (ONU, s.f.). En 1945 entró en vigor la Carta de Naciones Unidas,
en las que se consagran una serie de propósitos y principios que direccionan el actuar y las
obligaciones de los Estados miembros.
En la Carta de las Naciones Unidas (1945), se enfatiza en enfocar la cooperación
internacional en la solución de problemáticas de índole “económico, social, cultural o humanitario,
y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales
de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión” (Art. 1).
Frente a este último aspecto, se vincula la atención integral a todas las poblaciones que
presentan alguna vulneración a sus derechos, como lo es el caso de las personas recluidas en
contextos de precariedad, pues a pesar de tener restringido su derecho a la libertad, debido a sus
acciones contra la sociedad, aún son sujetos de DDHH a quienes se les debe garantizar su
cumplimiento y el respeto a su dignidad.
De este modo, la ONU ha generado diferentes reglamentos, mecanismos y materiales que
tienen por objetivo contribuir a velar por los derechos de las PPL y aportar al aprovechamiento
efectivo de los contextos de encierro para la reeducación y la resocialización de estos sujetos en
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su reintegro a la sociedad. Uno de los aportes de la organización, es el establecimiento de las
Reglas Nelson Mandela que proponen estándares mínimos universales, para la administración de
los contextos de encierro y el tratamiento de su población, a través de la incidencia en las políticas
y prácticas de los Estados parte.
La cuarta directriz de las Reglas Nelson Mandela (ONU: Asamblea General, 1955), explica
que el objetivo de las medidas privativas de la libertad es reducir la reincidencia y proteger a la
sociedad civil de actos que atenten contra la integridad y el orden, por lo que se le debe garantizar
a esta población educación, formación integral y otras medidas asistenciales pertinentes para la
recuperación moral, espiritual y psicosocial, tomando en cuenta diferentes actividades físicas y
mentales.
Para lograr el éxito de este enfoque de protección de los DDHH propuesto para esta
población por la ONU, es preciso proponer estrategias para superar obstáculos que no han
permitido la aplicación de estándares internacionales en otros escenarios por parte de los países,
uno de ellos es la falta de consideración de los enfoques y costumbres de cada uno de los territorios
y sus contextos (Comisión Interamericana de Derechos Humanos [CIDH], 2016).

2.1.1 Sistema de las Naciones Unidas
Dentro de los intentos de la ONU para cumplir con objetivos propuestos, ha decidido
sectorizar sus deberes creando organismos especializados para así enfocar su atención en asuntos
tales como el desarrollo económico, social, educativo, sanitario, entre otros; y para ello “se ha
creado un complejo entramado de organizaciones y organismos de naturaleza universal y sectorial,
que forma el llamado sistema de las Naciones Unidas” (Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión
Europea y Cooperación, s.f., párr. 1).
Como se evidencia en el anexo 1, esta multiplicidad de agencias y organismos puede
dividirse en grandes grupos tales como, Fondos y programas, Institutos de investigación y
capacitación,

Organismos

subsidiarios,

Comisiones

orgánicas,

Comisiones

regionales,

Departamentos y oficinas, Organismos especializados, Órganos conexos, Investigación y
capacitación y Otros órganos. Estos, a su vez, están categorizados hacia los organismos principales
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de la ONU (Asamblea general, Consejo de seguridad, Consejo económico y social y Secretaría) a
los cuales deben responder.
El objetivo de trabajar desde diferentes aristas dentro de la misma organización no es
solamente que cada una se enfoque en la atención de un problema en específico, pues al contribuir
desde diferentes dimensiones pueden ayudar en la generación de soluciones integrales y
pertinentes. Ejemplo de ello es el PNUD (s.f.) que tiene por objetivo asistir a los países en la
atención exitosa de diversos desafíos en su desarrollo en el marco de 3 escenarios: erradicación de
la pobreza en todas sus dimensiones y formas, aceleración de las transformaciones estructurales
en función de un desarrollo sostenible, y la creación de resiliencia a la crisis y los conflictos.
Dichos elementos, coexisten en los países y requieren de soluciones integrales para las carencias,
obstáculos al desarrollo, y necesidades como la igualdad de género y la protección de los DDHH.
Otro ejemplo, es la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito –UNODC
que busca el fortalecimiento de mecanismos para lograr una sociedad segura, en paz, con un
sistema de justicia estable que contribuya a la reducción de problemáticas que puede afrontar un
Estado, como la delincuencia organizada, el terrorismo, la corrupción, las drogas ilícitas, entre
otras. Esta oficina realiza sus actividades bajo tres pilares: normativo, cooperativo e investigativo
teniendo como ejes transversales la equidad de género y la protección de DDHH (UNODC, s.f).
En este sentido, a pesar de que en ambos organismos operan desde enfoques diferentes
aportan de manera directa o indirecta las mismas problemáticas, como es el caso de la atención a
las condiciones de precariedad que viven las PPL, ya que cada uno de estos organismos lidera una
iniciativa para brindar diferentes soluciones, en el caso del PNUD a través del programa Haciendo
Justicia aplicado a Brasil, y en el caso de la UNODC a través del Modelo UNAPS para México.

2.2 Programa Haciendo Justicia
Generalidades
El PNUD junto con el Consejo Nacional de Justicia [CNJ] y el Departamento Penitenciario
Nacional [Depen], lideran el programa Justicia Presente, ahora en una nueva fase de
implementación conocido como Haciendo Justicia. Este programa tiene como objetivo articular al
sector público, el sector privado y la sociedad civil para implementar acciones que aporten

29

estructuralmente a diferentes problemáticas que afectan a las PPL en Brasil tanto en el ciclo penal
como el ciclo socioeducativo.
Es importante destacar el interés del CNJ en el involucramiento del PNUD y la generación
de una cooperación técnica internacional, involucra a este Programa de la ONU en particular, ya
que como lo expresó Luis Felipe López, subsecretario General de la ONU y Director Regional del
PNUD para América Latina, que ambas instituciones consideran que el Poder Judicial y todo lo
derivado de este, cumple un papel central en el cumplimiento de la Agenda 2030 y los Objetivos
de Desarrollo Sostenible, por lo que consideran crucial el fortalecimiento de la gobernabilidad y
la democracia en distintos escenarios (PNUD, 2018).
Haciendo Justicia se propone lograr estos propósitos, a través de varios ejes que incluyen
28 acciones aplicadas a 27 unidades de federación. La primera fase empezó en el año 2019,
buscando incidir en la mejora de la administración de recursos, la generación de oportunidades,
reconocimiento social y el fortalecimiento del poder judicial y de la democracia.

2.2.1 Unidades de análisis del programa Haciendo Justicia
Para el desarrollo de la primera unidad de análisis, se toma en cuenta el contexto de
Haciendo Justicia, se realiza una lectura inicial de las 28 acciones, extrayendo aquellas que inciden
directa o indirectamente en los procesos reeducativos, identificando así 17 mecanismos que se
categorizan bajo las dimensiones de Proporcionalidad de la pena, Socioeducativa, Ciudadanía, y
Acciones de gestión y transversales, en las cuales se desarrollan en el marco del programa como
se aprecia en la Tabla 1.

Tabla 1
Programa Haciendo justicia. Primera unidad de análisis: mecanismos.
Dimensión

Mecanismos
Alternativas criminales
1

Proporcionalidad
penal

Hacinamiento Penitenciario
2

Aporte a los procesos reeducativos
Seguimiento del cumplimiento de las
diferentes medidas de encarcelamiento
en función del restablecimiento de la
resocialización y la promoción de una
cultura de paz.
Seguimiento del cumplimiento de
normas, nacionales e internacionales
sobre el uso y la proporción de estos
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espacios a los que debe destinarse una
fracción para actividades formativas.
Promoción de la educación continuada,
Institución de espacios de desarrollo de
prácticas restaurativas.

Justicia Restaurativa*
Socioeducativa

3
Ocupación tributable de vacantes
4
Mejora de los sistemas
información socioeducativa

de

5

6

Programa de seguimiento a
Adolescentes post- cumplimiento
de la condena

7

Implementación, calificación y
difusión de Centros de Servicio
Integrados (NAI)

Difusión de Audiencias Focalizadas
en el Sistema Socioeducativo
8

Fortalecimiento y Acceso a
Programas de Profesionalización y
Aprendizaje.
9
Ciudadanía

10

11
12

13

Plan Nacional de Fomento de la
Lectura*

Formación de un grupo de trabajo y
seguimiento
del
proceso
de
implementación y producción de datos.
Establecimiento
de
normativas,
formulación de nuevos sistemas de
gestión
de
información
e
implementación de estrategias
electrónicas.
Seguimiento a adolescentes un año
después del cumplimiento de la
condena, promoción de la
escolarización, educación profesional,
acceso al deporte cultura y ocio.
Establecer
pautas
para
la
implementación, calificación y
difusión de NAI, que brinda
cumplimiento a derechos de niños y
adolescentes.
Difusión nacional de la metodología de
audiencia
concentrada
con
la
elaboración
de
la
guía
de
implementación, producción normativa
en el tribunal de justicia y procesos de
formación en adolescentes y jóvenes.
Fortalecimiento de las oportunidades de
aprendizaje y cualificación profesional
para adolescentes en medidas de
cumplimiento y post-cumplimiento
socioeducativo
Diagnóstico de la situación en las
cárceles, Seguimiento y evaluación del
proceso de implementación del Plan.

Fortalecimiento y habilitación de
Realización de procesos de formación
los
cargos
sociales continua, con estrategias de aprendizaje
a distancia y presenciales
Plan Nacional de Fomento del Creación e implementación de
Deporte y el Ocio en el sistema
estrategias hacia el deporte y ocio como
penitenciario
mecanismos de procesos formativos
Calificación de las inspecciones Realización de procesos de formación y
judiciales y lucha contra la tortura difusión de elaborados instrumentos y
en entornos de privación de libertad metodologías para prevenir y combatir
la tortura, malos tratos, tratos crueles y
degradantes.

31

Acciones de
gestión y
transversales

14

Plan Nacional de Generación de
Ingresos y Trabajo

15

Equipos psicosociales
sin Poder Judicial:
trabajo en red en políticas
criminal y socioeducativo

16
Acciones de
gestión y
transversales

Atención a Víctimas y Restauración
en el
Poder Judicial
17

Elaboración normativa que faciliten los
procesos
formativos
para
la
reincorporación a la vida laboral con
apertura de oportunidades laborales.
Esta acción tiene como objetivo mapear
prácticas, puntos de atención y
caracterizar el perfil de los equipos
psicosociales, para difundir las
directrices nacionales
en el ámbito del Poder Judicial y la
calificación
del
apoyo
técnico
especializado.
Preparación e implementación de
actividades formativas en tornos a las
diferentes formas de violencia y abuso.

Realización de eventos de capacitación
Articulación
internacional
y sobre temas relacionados con la
protección de los
derechos protección internacional de derechos
humanos
humanos junto con socios
internacionales

Nota: Elaboración propia con base en el Programa Justicia Presente y Haciendo Justicia.
*Los mecanismos 3 y 10 de la Tabla 1 pertenecen a dos dimensiones ya que integran varios
componentes que lo posicionan en dos categorías. El mecanismo 3 hace parte de la dimensión de
Proporcionalidad de la pena y la dimensión Socioeducativa, así como el mecanismo 10 a las
dimensiones Socioeducativa y Ciudadanía respectivamente.
Como se aprecia en la Figura 2, con base en los 17 mecanismos identificados en el
programa Haciendo justicia y la incidencia que estos tiene directa o indirectamente en los procesos
reeducativos, se procede a la elaboración de un diagrama de Venn que refleja de manera general
el enfoque del programa Haciendo Justicia y las áreas específicas desde las cuales desarrolla su
enfoque; es decir, en este caso pese a que se parte de los aspectos judiciales y normativos integra
otros componentes socioeconómicos y educativos, que contribuyen a su fortalecimiento.
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Figura 2
Programa Haciendo justicia. Segunda unidad de análisis: relación de contexto del país con los
mecanismos del programa.

Nota: Elaboración propia
2.3 Modelo de Estándares Avanzados de Naciones Unidas para el Sistema
Penitenciario Mexicano (UNAPS)
Generalidades
En el contexto mexicano se lleva a cabo una iniciativa desde la UNODC, denominada
modelo de Estándares Avanzados de Naciones Unidas para el Sistema Penitenciario - UNAPS.
Este tiene por objetivo la contribución a mejorar las situaciones que afrontan no solo las PPL, sino
también el personal de custodia, las visitas y los niños y las niñas que residen en muchos de estos
contextos, tomando como guía las reglas Nelson Mandela.
Es importante resaltar que el Modelo UNAPS no es la primera participación de esta oficina
enfocada hacia las PPL, ya que desde hace varios años ha liderado diferentes iniciativas como la
generación de informes, manuales y recursos específicamente para estos contextos, siendo los
ejemplos con mayor alcance las Reglas Nelson Mandela, la Guía de Introducción a la Prevención
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de la Reincidencia y la Reintegración Social de Delincuentes, y el Manual Sobre Estrategias Para
Reducir el Hacinamiento en las Prisiones.
Ahora bien, la particularidad del modelo UNAPS, es que nace en un contexto de
cooperación internacional específico con México y que ha tenido lugar desde el 2017 en 12 centros
reclusorios, en donde se realizan acciones conjuntas entre esta oficina de la ONU y varios agentes
gubernamentales atendiendo desde diferentes enfoques las problemáticas existentes tales como la
sobrepoblación, la seguridad, salud, educación, entre otros.

2.3.1 Unidades de análisis del Modelo UNAPS
Con la finalidad de desarrollar la primera unidad de análisis para el Modelo UNAPS, se
considera una lectura inicial de las 90 fichas generales que se consignan en el mismo, donde se
filtran las diferentes acciones que inciden en los procesos reeducativos y su implementación en los
centros reclusorios, extrayendo así 16 mecanismos que se clasifican según las dimensiones
propuestas por el mismo modelo como Gobernabilidad, Reinserción Social y prevención de la
reincidencia y Justicia como se evidencia en la Tabla 2.
Tabla 2
Modelo UNAPS. Primera unidad de análisis: mecanismos.
Dimensión
1

Gobernabilidad

2

Reinserción Social
y prevención
de la reincidencia

3

4

5

Mecanismo
Aporte a la reeducación
El centro penitenciario proporciona Proporciona los elementos
suministros a las personas privadas de la necesarios para desarrollar
libertad.
actividades laborales o de
autoempleo.
El centro penitenciario da seguimiento a Asegurar que el personal
la capacitación y actualización del penitenciario
cuente
con
personal.
capacitación y entrenamiento
actualizados para desempeñar
sus labores.
El centro penitenciario organiza los Ofrece gran variedad de
tiempos y espacios para que cada PPL
actividades dirigidas a lograr
realice sus actividades de reinserción.
una reinserción estable.
Las PPL tienen acceso a la educación.
Proporciona diferentes espacios
y programas guiados por
docentes
calificados
para
trabajar con las PPL.
Las PPL tienen acceso a actividades
culturales, reactivas y deportivas.

Creación
convenios,

de

espacios,
programas,
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Justicia

6

Las PPL tienen acceso a actividades de
capacitación para el trabajo.

7

Las PPL pueden desarrollar actividades
productivas de autoempleo.

8

Las PPL tienen acceso a actividades
productivas realizadas a cuenta de
terceros.

9

Las PPL tienen acceso a actividades
productivas no renumeradas para fines
del sistema de reinserción.

10

Las PPL tienen acceso a la biblioteca.

11

La autoridad penitenciaria central
colabora
con
instituciones
corresponsables que intervienen en la
ejecución de las sanciones penales y en el
proceso de reinserción social.

12

La autoridad penitenciaria central
gestiona el ingreso de grupos de
asistencia social para las personas
privadas de la libertad.

13

Las PPL obtienen su liberación cuando
legalmente les corresponde.

14

El centro penitenciario promueve el uso
de mecanismos alternativos de solución
de controversias.

actividades que les facilite a las
PPL un desarrollo integro.
Desarrollo de programas de
formación profesional que
proporcione
habilidades
necesarias para la reinserción
laboral.
Promoción de los espacios para
el desarrollo de actividades
productivas a través del
autoempleo.
Asegurar el acceso a actividades
de productividad que es
contratado
por
terceros
asegurando los derechos las
PPL tienen.
Garantizar que las PPL tengan
acceso a actividades productivas
sin
remuneración
en
condiciones dignas en
consonancia con los intereses
colectivos.
Asegurar el acceso a material
bibliográfico
variado
y
actualizados en donde se
encuentren diferentes enfoques
de un tema.
Cooperar
y
regular
las
actividades de las instituciones
corresponsables que intervienen
en la ejecución de la sanción
penal, así como en el proceso de
reinserción social de las PPL.
El oficio de autorización de cada
grupo de asistencia social
incluye el programa de
actividades planeadas por la
organización para realizar en
cada centro penitenciario.
El centro penitenciario ayuda a
las PPL a conseguir los medios
necesarios para reinsertarse en
la sociedad una vez que
obtienen su liberación.
Para prevenir y resolver
conflictos
derivados
del
régimen de convivencia, se
aplican nuevas formas de
mediación que promuevan el
dialogo y la paz entre las PPL.
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15

16

El centro penitenciario promueve la
participación de las personas privadas de
la libertad en los procesos de justicia
restaurativa.

Fomentar la participación de las
PPL en estos espacios en las que
reconozcan su responsabilidad y
coadyuven en la reintegración
de ellas mismas a la sociedad.
La autoridad penitenciaria central Garantizar la difusión proactiva
garantiza el derecho de acceso a la y el respeto al derecho al acceso
información pública en su posesión.
a la información pública o de
interés general por parte del
sistema penitenciario.

Nota: Elaboración propia con base en el Modelo UNAPS.
Del mismo modo que se abordó la segunda unidad de análisis en el programa Haciendo
Justicia de Brasil, se realizó la identificación de la relación los 16 mecanismos abordados en la
Tabla 2, con los factores previamente identificados (Violencia, Crimen organizado, Condiciones
socioeconómicas y Sistema judicial y normativo) como se muestra a continuación a través de la
figura 2.

Figura 2
Modelo UNAPS. Segunda unidad de análisis: relación de contexto del país con los mecanismos
del programa.

Nota: Elaboración propia.
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Ahora bien, considerando la construcción de ambas unidades de análisis en los programas
a analizar se obtuvieron diversas similitudes y diferencias. En primer lugar, ambos programas
presentaron semejanzas evidentes en el desarrollo de sus mecanismos, ya que no solo toman en
cuenta a las PPL, sino también contemplan varios actores como el personal penitenciario, los
agentes interventores y administrativos, así como la sociedad civil. Este hallazgo es significativo
ya que, retomando la Teoría del poder, se puede apreciar que las iniciativas no solo buscan incidir
en la condición de privación de la libertad física de estos sujetos, pues además aportan a su
bienestar psicosocial a través de la mitigación de problemáticas derivadas de las acciones de las
demás personas de su entorno.
En segundo lugar, si bien hay un avance en la descentralización del cuerpo de los reclusos
como forma de castigo y objetivo de la condena, en el caso las personas que cometieron delitos
relacionados al Crimen organizado y violencia aún son vulnerables a la gestión de los sistemas
penitenciarios, pues más allá de fijar los actos punibles en el marco de este tipo de crimen, las dos
iniciativas no cuentan con mecanismos de acompañamiento y reeducación específica para
aquellos que se encuentran las redes de tráfico de drogas o consumidores donde tiene que haber
desarticulación, mitigación y prevención de la reincidencia dentro y fuera de las cárceles.
En cuanto a las diferencias que se apreciaron, en el caso del programa de Haciendo Justicia
varios de los mecanismos van enfocados hacia jóvenes y adolescentes privados de la libertad
tomando en cuenta las necesidades de esta población en particular, mientras que en el caso del
Modelo UNAPS las propuestas se realizan de manera general a los centros reclusorios, aunque se
presentan distinciones en algunos enfoques integrales. Además, en el Modelo UNAPS en varios
de sus mecanismos se considera la generación de empleo para las PPL como un componente
fundamental para la futura resocialización de estas personas, mientras que en Haciendo Justicia no
hace tanto hincapié en este aspecto, como sí se realiza en la generación de respaldos legales y
normativos que propicien distintos escenarios para la reeducación y la resocialización.
Tomando en cuenta que la teoría retributiva de la pena considera que la sanción impuesta
debe ser proporcional al acto cometido, es importante resaltar el aporte de estos dos programas ya
que más allá de enfocarse en el establecimiento de las condenas, toma en cuenta el contexto de las
personas. En el caso de Haciendo Justicia, al considerar normas y procesos especiales para los
adolescentes se les reconocen sus necesidades particulares no solo para reparar el acto cometido
sino para evitar la reincidencia, a través de mecanismos pertinentes que contemplen los derechos
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inmersos en esta etapa de desarrollo humano. Del mismo modo, el modelo UNAPS descentraliza
la pena como principal enfoque de los contextos de encierro, ya que extiende sus intereses a la
generación de conocimientos aplicados, que faciliten la empleabilidad de los sujetos, toda vez que
la condena ya se haya cumplido y exista un retorno a la vida en sociedad.

2.4 Prácticas de Acompañamiento Educativo (PAE)
La primera unidad de análisis del apartado anterior brindó el contexto en el cual se
desarrollan los aportes de los programas al entorno educativo en los sistemas penitenciarios y con
la segunda unidad se logró articular estos mecanismos con la realidad que afronta cada país, que
propició las situaciones para que estas personas atentaran contra la vida en comunidad teniendo
como consecuencia la privación de su libertad.
Tomando en cuenta este contexto e identificado el enfoque de los programas, se procede
a precisar aquellas actividades y métodos particulares implementados para aportar a la reeducación
de las PPL. Para ello, es pertinente reconocerles como Prácticas de Acompañamiento Educativo
(PAE), debido a que por prácticas se entienden “cualquier forma coherente y compleja de actividad
humana cooperativa, establecida socialmente, a través de la cual se logran bienes internos a esa
forma de actividad” (Macintyre, 1984 p. 187). Así como, Acompañamiento Educativo refiere a
una mediación pedagógica intencionada, en la que quien la imparte tiene la capacidad de orientar
al aprendiz en sus distintas etapas de proceso educativo, al tiempo que le motiva a formarse (Prieto
y Gutiérrez, 1999).
En este sentido, el concepto va más allá de la transmisión de conocimientos, pues además
promueve y fortalece la autonomía del aprendiz a través de la facilitación de recursos y
oportunidades que permitan la potenciación de habilidades para atender a los retos de las diferentes
dimensiones humanas tanto individuales como sociales. (García y Mendía 2015). De esta forma,
las PAE identificadas en los respectivos programas aplicados a Brasil y México se encuentran en
la Tabla 3.
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Tabla 3.
Prácticas de Acompañamiento educativo (PAE) Programa Haciendo Justicia y Modelo UNAPS.
Directas

Indirectas

Tipo de PAE
Actividades laborales.
Actividades deportivas.
Actividades recreativas.
Actividades culturales.
Capacitaciones.
Talleres.
Programas de formación.
Promoción de lectura.
Generación de materiales y recursos que
acompañen las actividades.
Generación y fortalecimiento de espacios para el
desarrollo de actividades.
Creación de alianzas con otras instituciones u
organizaciones.
Creación de protocolos y estrategias con
enfoques diferenciales.
Seguimiento a todas las actividades que se
realizan.
Asistencia psico-social.

Nota: Elaboración propia.
Como bien se indicó al inicio del capítulo, siguiendo la metodología de estudio de caso
propuesta por Yin, se plantearon dos preguntas orientadoras que serían atendidas al desarrollar las
dos unidades de análisis para cada programa. Respecto a la primera pregunta sobre ¿cómo aporta
la ONU a la reeducación de las PPL? se evidenció que a través de estos programas se promueve la
formulación, la ejecución y el seguimiento de distintos mecanismos que involucran la cooperación
y participación, bien sea directa o indirecta de actores que inciden en la vida de las PPL, como el
personal que trabaja en las cárceles, las personas encargadas de formular y legislar las normativas
de estos contextos de encierro, la sociedad civil además de otras entidades de carácter nacional e
internacional.
Además, dichos mecanismos no solo se centran en abordar PAE que involucren únicamente
los escenarios de aprendizaje con los que cuenten las PPL, pues también consideran distintas
dimensiones para atender las falencias que hay en los sistemas penitenciarios a nivel general como
el contexto diferencial de los reclusos, el hacinamiento, las condiciones de salubridad, la
generación y distribución de espacios físicos para el desarrollo de actividades variadas, que al no
ser atendidas afectan en el objetivo de los contextos de encierro, el cual es evitar la reincidencia.

39

Por otro lado, si bien en ambos programas se refleja la relación del programa con el
contexto los principales objetivos de la ONU en torno a la garantía y protección integral de los
DDHH es importante retomar la siguiente pregunta planteada sobre ¿por qué la ONU incide en
esta población desde distintos programas, oficinas y organismos? En donde para el caso de aporte
del PNUD se considera que los aspectos de justicia, gobernabilidad y normatividad hacen parte
importante del desarrollo de los países y de la generación de espacios de paz y equidad, siendo uno
de los principales objetivos de este programa; y a su vez, una de las principales falencias en la
atención de los contextos criminales y delictivos, tanto como la gestión de las cárceles en Brasil.
Del mismo modo, la UNODC en su propósito de atender y mitigar los problemas generados
por la delincuencia, el crimen organizado y las otras formas de delito, ha generado diferentes
escenarios para evitar la reincidencia de los mismos, por lo que en este caso aporta desde la
experticia generada a raíz de trabajos previos realizados para la gestión de contextos de encierro a
nivel internacional y los aplica en el contexto particular de México, con el objetivo de proponer
mecanismos de incidencia, un modelo ad hoc. No obstante, pese a que uno de los ejes principales
es el crimen organizado, el modelo no plantea acciones concretas para tratar estos temas al interior
de la cárcel desde un punto de vista reeducativo, lo que también se puede evidenciar en el programa
Haciendo Justicia en Brasil, siendo una ausencia considerable para estos dos países de América
Latina que encabezan las listas de países afectados por esta modalidad de crimen.
Finalmente, como se advirtió en la interpretación de las unidades de análisis, se aprecia en
ambos programas una contraposición general a la teoría del poder propuesta por Foucault, ya que
no solo se utilizan los contextos de encierro como un fin en sí mismo, sino como un medio para
evitar la reincidencia y reeducar a la PPL a través de distintas PAE que faciliten el reparo al daño
causado y el retorno a su vida en sociedad. No obstante, para ambos países en materia penal y
penitenciaria se debe fortalecer este enfoque para las PPL por delitos relacionados al crimen
organizado, ya que no existen mecanismos o PAE que atiendan sus contextos y problemáticas,
aunque es un asunto que ha afectado a ambos países, siendo que se refleja lo propuesto por la teoría
retributiva de la pena, ya que por el momento solamente se han generado medidas de castigo y no
mecanismos de atención integral, particular y correspondiente.
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Capítulo 3. Comparación de las prácticas de acompañamiento educativo del programa
Haciendo Justicia y el Modelo UNAPS

En el presente capítulo se retoma el análisis cruzado siguiendo el tercer componente de la
metodología propuesta por Yin sobre los criterios para analizar resultados, lo que se logrará por
medio de dos apartados. En el primero se analizan las diferencias de las PAE por medio de dos
parámetros, los cuales corresponden a la orientación que tienen cada uno de los programas y la
incidencia en la reeducación de las PPL. Seguido de ello, en el segundo apartado se evidencian las
similitudes de las PAE que tiene cada programa entre sí bajo dos parámetros, como lo son los
actores que incidieron o inciden en la implementación de cada una de las iniciativas y los alcances
de las actividades y propuestas generados en el marco de los programas.

3.1 Diferencias de las PAE empleadas por la ONU en el sistema penitenciario de Brasil
México

3.1.1 Orientación del programa
A pesar de que ambos programas se centrn en la atención integral de las PPL, la orientación
cuenta con algunas variables diferenciales, en el caso del programa Haciendo Justicia como se ha
advertido desde el segundo capítulo y como se aprecia en la Tabla 3. El objetivo parte del rol del
poder judicial y toma en cuenta de manera directa el ciclo penal además del ciclo socioeducativo,
mientras que el objetivo del modelo UNAPS en México se centra en el cumplimiento de los DDHH
y el desarrollo de la dimensión resocializante.
Otra diferencia en la orientación de los programas radica en la población objetivo, pues en
el marco del programa Haciendo Justicia, en especial, se realizan diferentes PAE enfocadas a las
condiciones y necesidades particulares de los Adolescentes y Jóvenes como se puede evidenciar
en los mecanismos 6, 7, 8 y 9 de la Tabla 1., considerado aspectos como el cumplimiento de
derechos, producción normativa, oportunidades de aprendizaje y seguimiento de sus procesos
individuales.
En contraste, en el modelo UNAPS, a la hora de implementar las PAE no hace una
distinción de la población, pues estas consideran no solo a los PPL como potencial beneficiario de
las actividades que se contemplan en el manual, sino también a las personas que realiza su labor
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allí, las personas visitantes e incluso a los niños y las niñas que residen en estos contextos de
encierro, sin dejar de lado las necesidades particulares de cada uno de los individuos.
Tabla 4.
Descripción comparativa – Programa haciendo Justicia y Modelo UNAPS
Variable
Objetivo

Tiempo de
aplicación

Principales
actores

Centros
penitenciarios
Población
objetivo

Haciendo Justicia
A partir del rol del Poder Judicial,
el
programa
incentiva
la
calificación de etapas del ciclo
penal y del ciclo socioeducativo. El
programa desarrolla 28 acciones
simultáneas
centradas
en
diferentes fases del ciclo penal y
del ciclo socioeducativo.
Haciendo Justicia se establece
desde el 2020 como continuación
del proyecto Justicia Presente que
inicio en el año 2015 y que planeó
la implementación de algunos
proyectos con aplicación del 2019
al 2021
Consejo Nacional de Justicia
(CNJ)
Programa de las Naciones Unidas
para el Desarrollo (PNUD)
Departamento
Penitenciario
nacional (Depen)
27 unidades de federación

Modelo UNAPS
Contribuir a la dignificación del
Sistema penitenciario a través del
fortalecimiento de los derechos
humanos, la reinserción social y la
profesionalización
del
personal
penitenciario.

Implementación 2017 - 2020

Oficina de las Naciones Unidas
Contra la Droga y el Delito UNODC
Conferencia Nacional del Sistema
Penitenciario

12 centros penitenciarios

PPL
Personal penitenciario
Personal judicial

PPL
Personal penitenciario
Visitas
Niños y niñas que viven dentro de las
cárceles con sus madres
Nota: Elaboración propia con base en Programa haciendo Justicia y Modelo UNAPS
Además, la distinción de cada una de las iniciativas también puede ser evidenciada a través
de las imágenes o logos que tiene cada uno. Como se puede apreciar en la Figura 3. el logo de
Haciendo Justicia integra una balanza que hace alusión al componente normativo y regulatorio, y
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en el caso de modelo UNAPS se aprecia un ave que simboliza la libertad; y, en consecuencia, la
importancia del modelo frente al componente del retorno a la vida en sociedad de las PPL.
Figura 3.
Logos Programa Haciendo Justicia y Modelo UNAPS

Nota: Programa Haciendo Justicia (s.f.) y Modelo UNAPS (2014)
3.1.2 Incidencia en la reeducación
Aunque ambos programas presentan diferentes tipos de PAE tanto directas como
indirectas, Haciendo Justicia opera mayoritariamente desde la creación de espacios, recursos y
normativas que generen las condiciones óptimas para la función resocializante de estos contextos
de encierro. En otras palabras
El programa trabaja para fortalecer la incidencia de actores en todo el ciclo socioeducativo,
especialmente a través de Sinase [Sistema Nacional de Atendimiento Socioeducativo].
También apoya al CNJ en la mejora de los estándares y la emisión de lineamientos técnicos,
además de promover buenas prácticas como centros de servicios integrados, centros de
vacantes y audiencias concentradas. En la puerta de salida, trabaja para fortalecer las
políticas de ciudadanía para los adolescentes que han pasado por medidas socioeducativas
(Haciendo Justicia, s.f., p.46).
Este último aspecto es un distintivo de Haciendo Justicia, ya que no solo se centra en la
implementación de las PAE al interior de las cárceles, también integra distintos esfuerzos por
realizar seguimientos a estos procesos, ejemplo de ello es la elaboración modelo metodológico
para un programa de seguimiento a adolescentes tras la finalización de una medida socioeducativa,
tanto como el fortalecimiento de otras instancias para la recepción de estos adolescentes
pospenados.
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Ahora bien, en el enfoque formativo del UNAPS, se distingue una tendencia a la
implementación de actividades formativas que le proporcionen a las PPL las habilidades necesarias
para el retorno seguro a la sociedad civil, por lo cual las PAE que implementa son tanto directas
como indirectas. Sin embargo, este modelo se centra en las PAE directas, pues estas se encuentran
en sintonía con el modelo, ya que
son un instrumento para monitorear y evaluar en qué medida la vida dentro de los centros
penitenciarios, así como las prácticas que se llevan a cabo, se ajustan a esas normas
y principios marcando la ruta para que México logre el objetivo final de la pena privativa
de la libertad: la reinserción social (UNODC, 2021, p.9).
Dichas PAE directas son enfocadas hacia la capacitación laboral de las PPL que les
proveerá estabilidad en su proceso de resocialización, aportando así a la reducción de la
reincidencia de esta población.

3.2 Similitudes de las PAE empleadas por la ONU en el sistema penitenciario de Brasil y
México

3.2.1 Actores
Una similitud de ambas iniciativas es que se enmarcan en la Cooperación Multilateral, ya
que esta se considera como las “acciones de cooperación que se desarrollan entre países y
organismos internacionales y/o regionales; y que están sustentadas por un instrumento jurídico,
convenio o acuerdo internacional” (Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el
Desarrollo, 2018). Frente a esto, cabe resaltar que, aunque ambas estén lideradas por la ONU en
colaboración con instituciones gubernamentales, integran en sus procesos a otras organizaciones,
instituciones y colectividades para contribuir a la formulación y ejecución de sus objetivos. En el
marco del programa Haciendo Justicia, si bien las PAE y las demás actividades son orientadas por
el CNJ, PNUD y Depen, también cuenta con el apoyo de aproximadamente 20 organizaciones e
instituciones de distintos sectores que contribuyen a distintas etapas y propuestas del programa.
Como ejemplo de ello está la asociación de Haciendo Justicia (s.f.) con el Centro de
Derechos Humanos y Educación Popular, una ONG que brinda apoyo en el área de Justicia
Restaurativa, apoyando a los tribunales locales para estructurar centros restaurativos que sirvan al
sistema de justicia penal y al sistema de justicia juvenil y socioeducativa, colaborando para la
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resolución pacífica de conflictos. Del mismo modo que, la asociación con la Fundación Educativa
Cogna y Pitágoras, dos organizaciones del sector educativo que promueven el estudio, empleo y
ciudadanía, contribuyendo en cursos de profesionalización, becas a distancia, acompañamiento
legal y apoyo en la implementación de Oficinas Sociales.
Así mismo, Haciendo Justicia (s.f.) involucró otras instancias de la ONU como a UNODC
que acompañó procesos relacionados con la audiencia de custodia y la coordinación de los 27
consultores asignados en todas las Unidades de Federación, además de asesorar en temas
relacionados con el crimen y las drogas. Así como otras organizaciones internacionales como la
Fundación de Investigación Omega, una organización británica independiente que lleva a cabo
proyectos basados en formación e investigación sobre instrumentos del uso de la fuerza por agentes
estatales, siendo experto en la implementación y análisis de instrumentos de coerción con el
objetivo de fomentar practicas adecuadas y evitar la tortura.
Por otro lado, en el modelo UNAPS, las PAE no solo fue una convergencia de iniciativas
de la UNODC y la Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario, pues también participaron
otras 17 instituciones nacionales e internacionales al igual que asociaciones civiles que luchan por
las condiciones en las que viven los PPL como Ciudadanos en Apoyo a los Derechos Humanos
(CADHAC), Documenta, Fundación México S.O.S., Almas Cautivas y Reinserta. Este último,
proporciona apoyo hacia la reinserción de las PPL tomando como eje principal las actividades
educativas que promuevan la eliminación de la discriminación de esta población, esto con el
objetivo de reconstruir el tejido social a través de una cultura de paz (Reinserta, 2020).

3.2.2 Alcance de las iniciativas
Como se muestra en la Tabla 3. La aplicación de Haciendo Justicia ha emprendido un
nuevo ciclo en el año 2020 con base en nuevas perspectivas surgidas en los resultados y hallazgos
generados en la primera implementación de Justicia Presente. Así, aunque se continúen generando
nuevos ciclos, los primeros escenarios de incidencia del programa han generado cambios
estructurales y cambios significativos que suponen una nueva base de progreso para seguir
fortaleciendo de manera integral las 27 Unidades de Federación y otros centros reclusorios que
puedan integrarse al programa en un futuro.
Ejemplo de este alcance, son las 15 publicaciones normativas de las cuales 7 son
resoluciones, 3 recomendaciones y 5 pautas técnicas. Además, en términos de PAE ha aportado a
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la generación de nuevos parámetros desarrollados para programas de inspección del cumplimiento
de una medida socioeducativa con la consecuente mejora del Registro Nacional de Inspecciones
en Unidades y Programas Socioeducativos [CNUIPS] y la creación de un panel de indicadores con
datos del sistema socioeducativo nacional, lo que permitió elaborar un modelo metodológico para
un programa de seguimiento a adolescentes tras la finalización de una medida socioeducativa
(Haciendo Justicia, s.f.).
Por otro lado, el modelo UNAPS ha generado hojas de ruta para los centros reclusorios en
temas de infraestructura, servicios, derechos humanos, programas de reinserción social y gestión
penitenciaria, por cual lo posiciona como un modelo multifuncional proveyendo de herramientas
de diagnóstico y evaluación para validar el cumplimiento de las obligaciones que tiene la
legislación mexicana en materia penal. Además de ello, el programa, propone una nueva
perspectiva de implementación de actividades dentro de las cárceles, que tiene en cuenta tanto
dinámicas internas como externas, convirtiendo a las PPL en el eje central del modelo.
Con los resultados obtenidos de la implementación de esta iniciativa, el mismo programa
considera que “Su implementación en nuestro país lo posicionaría como una política pública
integral en materia penitenciaria” (UNODC, 2021, p.12). Esta opción, seria acompañada de un
manual homologado y de herramientas tecnológicas que permitirían ver el cumplimiento de los
estándares de manera clara y objetiva.
Teniendo esto en cuenta, el modelo provee unas bases sólidas desde las cuales otros centros
penitenciarios puede acoger las PAE que este propone en el Manual, pues al ser transversal en el
sistema penitenciario, la aplicabilidad de las Practicas de Acompañamiento Educativo puede ser
extrapoladas o contextos similares y generar mecanismos de cooperación interinstitucional.
Retomando las diferencias y similitudes señaladas en este capítulo, se puede hacer un
análisis sobre las fortalezas de cada una de las iniciativas. En el caso del programa Haciendo
Justicia es evidente que ha propiciado escenarios de priorización a la atención de adolescentes que
han cometido delitos y necesitan atención especial en su proceso de resocialización, sobre todo
generando bases legales y normativas que permitan impulsar otras actividades o programas
complementarios para esta población en el futuro.
Así mismo, una de las fortalezas del modelo UNAPS, es que genera diferentes espacios
formativos, que se pueden considerar como puerta de entrada a alianzas que promuevan la
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inclusión laboral de personas resocializadas que atravesaron procesos de reeducación y
capacitación pertinentes para distintas contextos y necesidades laborales.
Ahora bien, en el programa Haciendo Justicia, se tuvo un hallazgo particular ya que se vio
la colaboración de la UNODC, lo que puede dar paso a una cooperación técnica que permita que
ambos programas se complementen y compartan el alcance de sus fortalezas, tomando en cuenta
que en el marco de Brasil y México existen por lo menos cuatro problemáticas estructurales
similares como se pudo apreciar en el primer capítulo.
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Conclusiones
A lo largo del trabajo, se pudieron establecer las diferencias y similitudes de las PAE
empleadas por la ONU, que aportan a la reeducación de las PPL en las cárceles de Brasil y México.
Esto se vio reflejado en primera instancia, al describir el contexto de cada país; ya que se
reconocieron condiciones similares en problemáticas estructurales como los entornos
socioeconómicos desfavorables, la violencia, los altos índices de criminalidad, en especial de
crimen organizado, y la desarticulación de los sistemas judiciales y normativos respectivos con la
realidad delictiva de los países.
Frente a este último aspecto, cabe resaltar que la gestión del sistema judicial y penal en
cuanto al procesamiento de los actos punibles ha supuesto el traslado de la violencia de las calles
a los centros penitenciarios, ya que se evidenció que estos contextos de encierro vulneran las
condiciones mínimas dignas con las que las PPL deben ser tratadas, lo que da lugar a que sigan
replicando estos comportamientos que los llevaron a la privación de su libertad, pues no están
pasando por un proceso de calidad en el que se les brinde una reeducación y herramientas que
permitan su resocialización.
En este aspecto, se puede empezar a visualizar una de las principales críticas de la teoría
del poder en torno al enfoque de los contextos de encierro que centran el uso de estos espacios,
como herramientas de poder y de dominación sobre el cuerpo de los reclusos relegando el aspecto
psicosocial que debe ser atendido en el marco de la privación de su libertad.
En un intento por atender estas problemáticas, Brasil y México integran otras instituciones
y organizaciones que aporten a la construcción de soluciones pertinentes. Dentro de estas, se
encuentra la ONU, pues es un referente internacional que promueve y protege los DDHH a través
de sus dependencias, para el caso particular de estos dos países, se aprecia la participación del
PNUD y la UNODC a través de las iniciativas Haciendo Justicia para el caso de Brasil y el modelo
UNAPS para México.
En el marco de estos dos proyectos, se apreciaron diferentes PAE las cuales están
enmarcadas en unos mecanismos que operan desde distintas dimensiones, dentro de las cuales
Haciendo Justicia se enfoca desde la dimensión Jurídica y normativa, mientras que el modelo
UNAPS desde dimensiones socioeconómicas. A pesar de que ambas iniciativas difieren en su
enfoque, es importante resaltar que ambos programas proponen perspectivas alternativas a la forma
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convencional en la que estos dos países han direccionado sus sistemas penitenciarios, atendiendo
a la principal crítica de la teoría del poder en estos contextos, ya que no se centran en la privación
de la libertad, sino que emplean a esta como una herramienta para la reeducación de estas personas,
desde distintas áreas.
Otra de las diferencias, es el enfoque poblacional que tiene cada uno, para el caso de Brasil,
aunque el programa se dirige a todas las PPL, centra sus esfuerzos y recursos en la atención de los
adolescentes y jóvenes privados de la libertad, así como la capacitación a legisladores encargados
de estos espacios, mientras que el modelo UNAPS enfatiza en la población adulta recluida, el
personal penitenciario y la evaluación integral de los centros penitenciarios.
Sin embargo, ambos programas convergen en la articulación de diferentes actividades y
dimensiones para lograr sus objetivos respectivos, que incluyen la reparación del acto punible a
través de la reeducación para el retorno a la sociedad. Esto refleja la contraparte de la teoría
retributiva de la pena en tanto las sanciones impuestas deben ser justas y enmarcadas no solo en la
condena, sino en la búsqueda de una compensación social y una resocialización tomando en cuenta
el contexto y las necesidades particulares de los individuos, como se ve en el enfoque de
adolescentes en Haciendo Justicia y en la parte laboral del modelo UNAPS. Lo cual permite a las
diferentes instancias de las dos iniciativas y a los gobiernos analizar la pertenencia de la
reeducación, que en consecuencia al largo plazo traerá la despresurización del sistema penal, ya
que al brindar herramientas que reduzcan la reincidencia se puede atraer aspectos favorables para
los contextos de ambos países, tanto a nivel social como de estructura del sistema penitenciario.
Cabe resaltar que, a pesar de estos avances, hay un aspecto en ambos programas en el que
todavía se aprecia el postulado de la teoría retributiva de la pena, en especial en cuanto a la
prevalencia de la condena y los aspectos procesales, pues no se evidencian PAE directas para
atender las diferentes problemáticas derivadas del crimen organizado, siendo un área a fortalecer
ya que es un componente importante para el contexto de ambos países dentro y fuera de las
cárceles. Dicho descubrimiento, es una invitación a UNODC a liderar un subprograma dentro de
ambas iniciativas que refleje sus principales áreas de experticia en torno a este tipo de situaciones,
pues como se señaló este organismo aporta a la mitigación de diferentes problemáticas entre ellas
la atención a este tipo de crimen y los delitos derivados.
En cuanto a los alcances de ambos programas, Haciendo Justicia proporciona las bases
necesarias para la creación y fortalecimiento de normativas y garantías penales y legislativas que
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proporcionen oportunidades para el desarrollo de las PAE, mientras que el modelo UNAPS
propicia la generación de lineamientos y hojas de ruta para la implementación de estas prácticas
en esos centros reclusorios.
Ahora bien, considerando estos principales hallazgos, se puede afirmar que frente a la
hipótesis planteada respecto al rol de la ONU en México y Brasil a través del PNUD y la UNODC
y un posible enfoque de DDHH, sí es evidente, ya que ambos programas integran distintos
mecanismos y actividades que, en el caso de la reeducación de las PPL, se atienden de forma
integral. Esto se debe a que toman en cuenta los contextos y necesidades de estas personas,
promoviendo el respeto y el cumplimiento del derecho a la educación, a través de PAE directas e
indirectas que contemplan aspectos económicos, legales y psicosociales. Además de procurar la
reivindicación y fortalecimiento de otros derechos como el de la dignidad humana, mediante el
mejoramiento de la infraestructura, la atención al hacinamiento y la generación de recursos
materiales e inmateriales que hagan de estos contextos de encierro un medio para la resocialización
y no solo un fin para la condena.
Por otro lado, la hipótesis contempla que la ONU desde sus distintos organismos y áreas
de experticia logre integrar elementos específicos para atender problemáticas de cada país
mediante dichas prácticas educativas. Frente a esto, es pertinente resaltar que tanto el PNUD y la
UNODC cuentan con experiencias previas en estos campos, en el caso del primero a través de la
ayuda al desarrollo multidimensional; y del segundo en la generación de manuales y reglas en
contextos de encierro. No obstante, para el caso de Brasil se puede evidenciar que la vinculación
con el PNUD se debió a que la iniciativa fue liderada por el CNJ que, en sus intereses, convocó a
esta organización. Para el caso de México y la UNODC la iniciativa fue convocada por el
Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario donde se resaltan las aspiraciones que se tiene
para con el sistema penal mexicano.
Finalmente, a modo de recomendación para ambas iniciativas se sugiere que consideren,
en el marco de sus respectivos procesos de cooperación multilateral, ampliar sus alianzas y
vincular de forma directa y formal a la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura [UNESCO], ya que es otra delegación de la ONU que tiene diferentes recurso
y saberes que pueden fortalecer el componente socioeducativo de ambos programas.
Así mismo, sería significativo que ambas iniciativas generen espacios de socialización y
retroalimentación que permitan, por ejemplo, adaptar el componente evaluativo del modelo
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UNAPS a las unidades de federación brasileñas considerando aspectos normativos nacionales de
los cuales el PNUD ya posee el conocimiento. Así como el programa Haciendo Justicia puede
aportar al modelo UNAPS la sistematización y organización de documentos de tipo procesal, y así
facilitar el tratamiento de los reclusos y sus necesidades particulares.
Del mismo modo, como recomendación para futuras investigaciones que tengan como eje
central el rol de la cooperación internacional en la reeducación de las PPL y que tengan la facilidad
de acceso respecto al tema, se sugiere incluir fuentes primarias como la percepción de los agentes
encargados en la aplicación de la iniciativa, así como los testimonios de los beneficiarios, con el
fin de tener una aproximación más precisa del éxito de los proyectos.
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Anexos
Anexo 1
Organigrama Sistema de las Naciones Unidas

Nota: ONU (s.f.)

